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BOLETÍN N° 117‑04.

INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIAS Y TECNOLOGÍA, DEPORTES Y RECREACIÓN, RECAIDO EN EL, PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA El EJERCICIO PROFESIONAL A CHILENOS QUE OBTUVIERON GRADOS Y TÍTULOS QUE SEÑALA EN EL EXILIO.

_____________________________________________________________

HONORABLE CÁMARA:

Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencias y Tecnología, Deportes y Recreación pasa a informaros el proyecto de ley que "Autoriza el ejercicio profesional a chilenos que obtuvieron grados y títulos en el exilio, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

Para el despacho de esta iniciativa, el Jefe del Estado ha hecho presente la urgencia calificándola de "simple". En consecuencia, en virtud de lo dispuesto por el articulo 27 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, esta Cámara cuenta con un plazo de 30 días para terminar la discusión y votación del proyecto, a contar desde el 3 de octubre del año en curso, por ser el día 2 del mismo mes la fecha de la sesión en que se dio cuenta en la Sala de la calificación de la urgencia efectuada por el Primer Mandatario.

Durante el estudio de este proyecto, la Comisión contó con la colaboración de los señores Javier Navarro Cáceres, médico, Presidente de la Agrupación de Profesionales Graduados en el Exterior y José Cerda Mena, arquitecto, Vicepresidente de la misma Agrupación.

ANTECEDENTES GENERALES

Preámbulo

La regla general vigente en el país en lo referente al reconocimiento o revalidación de títulos profesionales obtenidos en el extranjero, para los efectos de permitir a quienes los detentan ejercer su profesión en Chile, se encuentra contenida en el Estatuto de la Universidad de Chile, aprobado por el decreto con fuerza de ley N° 153, de 1981, cuyo artículo 3° señala que a dicha Universidad corresponde la atribución "privativa y excluyente de reconocer, revalidar y convalidar títulos profesionales obtenidos en el extranjero, sin perjuicio de lo dispuesto en los tratatos internacionales".

En consecuencia, para reconocer o revalidar un título otorgado por alguna universidad extranjera, debe atenderse fundamentalmente al hecho de si el país de que se trate se encuentra o no ligado con el nuestro por algún tratado internacional.

a) Caso en que existe tratado internacional.

Chile ha celebrado y mantiene vigentes diversos convenios con países extranjeros, tanto multilaterales como bilaterales.

                                                  a.1.‑ Tratados Multilaterales.

       La Convención de México sobre Ejercicio de Profesiones Liberales, suscrita en Ciudad de México el 28 de enero de 1902 y ratificada, además, por Costa Rica, Perú, Bolivia, Honduras, Nicaragua, El Salvador y Guatemala.

De acuerdo a esta Convención, el cumplimiento de una serie de requisitos de carácter administrativo (autentificación del título, identidad del titular e inscripción en el Ministerio de Relaciones Exteriores) provocan el reconocimiento automático de los títulos para los efectos del ejercicio profesional, salvo en el caso de los médicos cirujanos y demás relacionados con la medicina y la cirugía en que la Convención permite a los Estados Parte someter a éstos a un "previo examen general sobre los ramos de la profesión".

Cabe tener presente, en todo caso, que esta excepción respecto a la medicina y demás carreras afines, como obedecería a una opción establecida en el artículo III del Tratado, dejó de aplicarse durante los años 1982 y 1983, para luego volver a cobrar valor.

2°.‑ El Convenio Regional de Convalidación de Estudios, Títulos y Diplomas de Educación Superior en América Latina y el Caribe, suscrito en Ciudad de México, en 1974 y ratificado, además de Chile, por Panamá, México, Venezuela, Colombia, Cuba. El Salvador, Ecuador, Brasil, Países Bajos (en lo referente a las Antillas Holandesas) y Surinan. Además, como el Tratado permite adherentes de fuera de la Región, lo han ratificado también la Santa Sede, Yugoslavia y España.

Este Convenio exige la sumisión de los postulantes a un examen general sobra las asignaturas que configuran el plan de estudios de la respectiva profesión y, en el caso de las carreras de medicina, odontología y demás relacionadas con el área salud, un examen general sobre cada una de las etapas que conforman el plan de estudios de la carrera.

Debe señalarse, no obstante, que este Tratado sólo rigió hasta el 27 de abril de 1988 fecha en que surtió efectos la denuncia del Convenio efectuada por nuestro país.

a.2.‑ Tratados Bilaterales.

1°.‑ Convención sobre Ejercicio de Profesiones Liberales con el Uruguay, suscrita en 1916.

2º.
‑ Convenio sobre Mutuo Reconocimiento de Exámenes y de Títulos Profesionales con el Ecuador, suscrito en 1917 y ratificado en 1937.

Se refiere sólo a los títulos de abogado, cirujano, farmaceútico, químico, ingeniero agrimensor, arquitecto y pedagogo.

3°.‑ Convención sobre Ejercicio de Profesionales Liberales con Colombia, suscrito en 1921.

4°.‑ Convenio Cultural con España, suscrito en 1969, comprende el reconocimiento de estudios cursados y de los grados o títulos de nivel primario y superior universitario y técnico de los centros docentes del Estado y reconocidos por éste y habilitan para continuar estudios dentro de cualquier grado, iniciar estudios superiores y optar al ejercicio de las profesiones y funciones para las que dichos estudios, diplomas y títulos habilitan, con sujeción a las exigencias de requisitos no académicos previstos por la legislación de cada Parte.

Mediante acuerdos complementarios se ha establecido la equivalencia de estudios y carreras entre ambos países, permitiendo hoy día operar respecto de 13 profesiones.

5°.‑ Convenio de Intercambio Cultural con el Perú, suscrito en 1978, que, para los efectos del reconocimiento de títulos, se ciñe al procedimiento establecido en la Convención de México sobre Ejercicio de Profesiones Liberales, de 1902.

6°.‑ Convenio de Cooperación Cultural y Científica con el Brasil, suscrito en 1978.

Resumiendo, la revalidación de títulos con respecto a países que tienen tratado con Chile, requiere el cumplimiento del procedimiento administrativo que en ellos se contiene y luego, una vez cumplidos tales requisitos, el postulante debe inscribir su título en el registro que para el efecto lleva el Ministerio de Relaciones Exteriores, quedando desde entonces habilitado para ejercer.

b) Casos en que no existe tratado internacional.

En estos casos, según ya se ha señalado, compete a la Universidad de Chile la atribución privativa y excluyente de reconocer, revalidar y convalidar los títulos profesionales obtenidos en el extranjero. Para estos efectos se dictó en 1964 el decreto universitario N° 11 que aprueba el Reglamento sobre Reconocimiento y Validación de Exámenes, Grados y Títulos otorgados en el Extranjero.

Las exigencias, en este caso, son de carácter académico por cuanto a la presentación de la solicitud, debidamente legalizada y con el diploma respectivo, debe seguir un informe de la respectiva Facultad en lo referente a la equivalencia del contenido entre el título extranjero y el correspondiente chileno. Si existe tal equivalencia, se concede la revalidación y se entrega al postulante un título igual al que se otorga a los graduados chilenos. Si no existiera una equivalencia completa, el recurrente debe cumplir con las exigencias de información científica que se requiere a los estudiantes chilenos, es decir, efectuar cursos de determinadas asignaturas y ser aprobados en ellos, rendición de exámenes globales, prácticas profesionales, etcétera, recibiendo, a continuación el equivalente título nacional.

     Problema que se desea solucionar.

La legislación excepcional propuesta por el Presidente de la República, busca solucionar la situación laboral que afecta a muchos compatriotas que debieron completar sus estudios superiores en el exterior como consecuencia de las condiciones políticas imperantes en el país durante el gobierno anterior.

Esta situación, que afecta a más de 700 personas, impide a éstas el que se les reconozcan los títulos y grados obtenidos y, como consecuencia de ello, el ejercicio de sus respectivas profesiones.

Lo anterior, de acuerdo a los antecedentes proporcionados a esta Comisión por la Asociación de Profesionales Graduados en el Exterior, significa que un 20% de estos profesionales se encuentre cesante.

Según lo señala el Mensaje, esta situación especial impide la reinserción de los retornados a la sociedad chilena, además de no permitir al país aprovechar los conocimientos y la especialización de estos chilenos cuya formación superior nada le ha costado.

Por último, el mismo Mensaje señala que el carácter excepcional de la materia sobre la que se legisla, hace que los derechos que otorga sólo puedan recabarse hasta el 1° de marzo de 1994, fecha en la que el Gobierno estima podrá haberse solucionado íntegramente el problema.

ANÁLISIS DEL PROYECTO.

Las ideas fundamentales del proyecto son las siguientes:

1.‑ Establecer una legislación excepcional en favor de los chilenos, incluso aquellos nacionalizados en un país extranjero, sus cónyuges e hijos extranjeros, que hubieren completado sus estudios superiores fuera del país y hubieren debido salir o permanecer fuera de él, según el caso, por razones derivadas de acuerdos internacionales o de carácter político o por fuerza mayor, para permitirles ejercer sus respectivas profesiones en el territorio nacional, siempre que hubieren retornado o ingresado al país.

2.‑ Crear una Comisión Especial que califique las razones de la salida del territorio nacional de los postulantes, la habilitación legal para el ejercicio profesional de grados académicos y títulos profesionales o técnicos y la autorización de trabajo a los beneficiados.

3.‑ Establecer una instancia para reclamar de las resoluciones de la Comisión Especial.

4.‑ Fijar una fecha tope para el reclamo de los derechos que otorga el proyecto.

Las ideas matrices que inspiran el proyecto solo pueden concretarse por la vía de una ley según lo dispone el artículo 19 N° 16, inciso cuarto, de la Constitución Política, en relación con el artículo 60 N° 2 de la misma Carta Fundamental y se encuentran desarrolladas en nueve artículos.

Por el artículo 1° se señala que los grados académicos, títulos profesionales o técnicos otorgados por universidades, academias e instituciones de Educación Superior reconocidos por los respectivos Estados, a chilenos que salieron del país en virtud de acuerdos intergubernamentales, razones políticas o de fuerza mayor, habilitarán a sus titulares para el ejercicio profesional en el territorio de la República, siempre que hubieren regresado al país.

     Por el artículo 2° se hace extensivo el beneficio a los chilenos nacionalizados en país extranjero y a los hijos y cónyuges extranjeros, se haya o no nacionalizado en país extraño el padre o madre.

Por el articulo 3° se crea una Comisión Especial presidida por el Ministro de Educación e integrada por dos representantes de ese Ministerio, uno del Consejo de Rectores y otro de la Oficina Nacional de Retorno a la que corresponderá calificar las razones del abandono del territorio por parte del interesado, la habilitación legal para el ejercicio profesional de los, grados y títulos y la autorización para trabajar o ejercer en el país.

Por el artículo 4° se señalan los documentos que deben acompañarse a la solicitud que presenten los interesados y que consisten en los diplomas y títulos y, de ser necesario, los antecedentes de las materias cursadas, todo debidamente legalizado.

Por el artículo 5° se establece que la Comisión Especial otorgará la habilitación y la posterior autorización para ejercer, cuando los postulantes cumplan con las exigencias que les impongan, sean académica como no académicas y siempre que los títulos y grados respectivos autoricen en el país otorgante para ejercer.

Para los efectos anteriores, la Comisión Especial deberá consultar a instituciones de educación superior, colegios profesionales, asociaciones gremiales relacionadas con la especialidad de que se trate, pudiendo, además, efectuar consultas con organismos nacionales e internacionales.

Por el articulo 6° señala las normas procesales a que deberá sujetarse la Comisión Especial en cuanto a reunirse, por lo menos, una vez a la semana y debiendo pronunciarse en un plazo no mayor de 6 meses.

De no pronunciarse dentro de dicho plazo, deberá resolver su Presidente dentro de los 15 días siguientes al vencimiento del plazo.

El inciso final permite reclamar en contra de la resolución de la Comisión Especial, dentro del plazo de 10 días hábiles a contar de la notificación de la resolución. E1 conocimiento y fallo del reclamo corresponderá al Ministro de Educación.

Por el artículo 7°, se establece que la resolución de la Comisión Especial que habilita el título o grado académico y autoriza el ejercicio profesional, deberá inscribirse en un registro especial que llevará el Ministerio de Educación, debiendo el Subsecretario de la Cartera certificar tal hecho.

La certificación mencionada permitirá solicitar a la Dirección del Registro Civil e Identificación, la correspondiente inscripción en el Registro de Profesionales y la incorporación de la mención de la profesión en el carnet de indentidad del solicitante.

Por el articulo 8° se dispone que la Comisión Especial comenzará a funcionar al entrar en vigencia el proyecto como ley, debiendo fijar su propio reglamento interno.

Por el articulo 9° se establece que los beneficios que el proyecto otorga, sólo podrán solicitarse hasta el 1° de marzo de 1994, sin perjuicio de continuar la Comisión Especial conociendo de los asuntos que le hubieren sido presentados dentro de plazo. Terminado o resuelto el último de ellos, la Comisión se extinguirá por el solo ministerio de la ley.

DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

a.‑ Discusión general.

La Comisión se manifestó conteste en estimar que el proyecto hace justicia a muchos chilenos que debieron exiliarse durante el régimen pasado, como también que sus disposiciones contienen un efecto reparador del daño causado a quienes se vieron obligados a vivir fuera del país, no obstante no existir de por medio una sentencia condenatoria que se los impusiera.

Igualmente, se estimó positivo el hecho de que el proyecto legisle en favor de un personal altamente calificado que retorna al país y su carácter amplio y abierto, toda vez que al no fijarse fecha de salida del territorio nacional para quienes puedan acogerse a sus disposiciones, se está evitando toda posible discriminación en favor de determinadas personas, motivada por inspiraciones ideológicas.

Por otra parte, se previno sobre la necesidad de contemplar. los resguardos correspondientes para evitar que los grados académicos y títulos que se revaliden no reflejen un nivel de excelencia similar a la que se alcanza al culminar los estudios superiores en Chile.

Luego de estas reflexiones la Comisión aprobó en general, por unanimidad, el proyecto.

b.‑ Discusión particular.

Durante la discusión pormenorizada del articulado del proyecto, la Comisión llegó a los siguientes acuerdos:

Artículo 1°

Respecto de esta norma el diputado señor Valcarce estimó improcedente incluir en el reconocimiento legal a los grados académicos porque, por una parte, en Chile no habilitan para el ejercicio profesional y, por otra, solamente sirven como antecedentes para ser considerados en el currículo del interesado, siendo reconocidos generalmente por quienes ejercen la misma profesión en la medida en que sea confiable la fuente de origen, ya que existen establecimientos muy desprestigiados.

Asimismo, conjuntamente con el señor Sotomayor, estimó que el reconocimiento privilegiaría a quienes puedan acogerse a la normativa del proyecto por cuanto muchas otras personas han obtenido grados académicos fuera del país en condiciones distintas y no podrían aspirar a que les fueran reconocidos.

El señor Masferrer, a su vez, estimó impropio que el reconocimiento se hiciera por medio de una ley.

El señor Smok se mostró partidario de mantener íntegramente el texto propuesto por cuanto el grado académico no solo es antecedente propio del currículo del interesado sino que también puede generar rentas a su titular, como lo será con el nuevo Estatuto Docente que contempla una bonificación por perfeccionamiento, y sirve de antecedente para postular a cargos determinados como sucede con los concursos del Ministerio de Salud.

El señor Villouta fundándose en las explicaciones del Mensaje para los efectos de incluir en la habilitación legal a los grados académicos, señala que tal inclusión obedece a que en muchos países el otorgamiento del referido grado habilita para ejercer la correspondiente profesión, por lo que no reconocerlos significaría truncar los propósitos perseguidos por la iniciativa.

Luego de este debate, se sometió a votación el artículo y fue aprobado, por unanimidad, en los mismos términos propuestos.

Artículo 2°

Respecto de este artículo, la Comisión estimó que los resguardos establecidos en el artículo 1° eran suficientes como para evitar los posibles excesos que podrían producirse al tenor de su redacción, como también que no se sabía de opiniones adversas al proyecto sustentadas por Colegios Profesionales.

Finalmente, a sugerencia del Diputado señor Smok, se estimó necesario suprimir la frase "que hubieren salido y retornado al país" por cuanto da a la disposición un sentido restrictivo ya que no es posible exigir al cónyuge e hijos extranjeros por nacimiento, la circunstancia de haber salido del país.

Con la supresión señalada, se lo aprobó por unanimidad.

Articulo 3°

En lo referente a este artículo, el Diputado señor Smok hizo presente que para los fines perseguidos por la iniciativa no resultaba imprescindible calificar las razones del abandono del territorio sino que, por el contrario, el motivo central del proyecto residía en reconocer el interés de chilenos por regresar a trabajar en su patria.

A su vez el Diputado señor Escalona estimó que la labor de la Comisión sería fundamentalmente, la de calificar la idoneidad profesional de los postulantes. Si se le mantuviera la atribución de calificar las razones de abandono, se estaría privilegiando a quienes debieron exiliarse del país por sobre aquellos que se graduaron fuera sin ser exiliados.

La sugerencia de los señores Smok y Escalona fue hecha suya por la Comisión y acordó suprimir la frase inicial de este artículo que señala "La calificación de las razones de abandono del territorio".

A proposición, en seguida, del Diputado señor Masferrer que consideró que la representación del Colegio de Rectores era exigua en atención a lo delicado de las materias a tratar por la Comisión Especial, se acordó aumentar a dos los representantes de esta entidad.

Asimismo, el señor Bombal consideró que el interés de los profesionales debería también estar representada en la Comisión y como los Colegios Profesionales son, al respecto, las entidades más representativas, se acordó incorporar un representante de dichos Colegios.

A proposición del Diputado señor Smok, se complementó el acuerdo anterior agregando en el inciso segundo, entre las entidades a las que corresponde designar representantes , inmediatamente después del Consejo de Rectores, después de la coma (,) la. frase "a la Directiva Nacional de la Federación de Colegios Profesionales,".

Los Diputados señores Escalona y Valcarce formularon indicación para intercalar como inciso tercero de este artículo, el siguiente:

"La Comisión Especial tendrá atribuciones que le permitan calificar y habilitar los grados académicos equivalentes a títulos profesionales chilenos".

Fundaron su indicación los señores parlamen-tarios en la necesidad de cautelar la calidad del nivel educacional superior del país.

Se aprobó la indicación por unanimidad.

Cerrado el debate y puesto en votación el articulo se lo aprobó por unanimidad con las sugerencias y la indicación formulada.

Articulo 4°

Se lo aprobó por unanimidad en los mismos términos propuestos.

Articulo 5º

El Diputados señor Smok formuló una indicación para agregar un inciso cuarto a este artículo del siguiente tenor:

"Para los efectos del trabajo profesional en organismos públicos o privados y de las exigencias formuladas por el articulo 112 del Código Sanitario, se entenderá que los títulos profesionales y técnicos y los grados académicos indicados en el artículo 1° de la presente ley, se asimilan a los respectivos títulos otorgados por la Universidad de Chile u otras universidades reconocidas por el Estado.".

      Fundó su indicación en la necesidad de llenar un vacío dejado por el proyecto por cuanto el citado articulo 112 del Código Sanitario que se refiere a quienes pueden desempeñar la profesión de médico, odontólogo y demás relacionadas con la salud en el país, establece, en su inciso final, que quienes detenten títulos otorgados en el extranjero sólo pueden ejercer sus profesiones, con autorización del Director General de Salud, en barcos, islas o lugares apartados.

Se aprobó la indicación por unanimidad.

Respecto de esta misma norma y a proposición del Diputado señor Bombal quien estimó que la oración final del inciso segundo que señala "Además, podrá efectuar convenios y consultas con Organismos Nacionales e Internacionales de Educación y cualquier organismo del Estado", significaba ir muy lejos entregando a la Comisión Especial facultades excesivas que podrían permitirle, por la vía de celebrar convenios, revalidar situaciones de personas que de conformidad a los acuerdos internaciones vigentes no reuniría los requisitos para ejercer en Chile, acordó suprimir dicha oración.

A proposición del mismo señor Bombal y del señor Ortiz, quienes consideraron necesario mantener la facultad de la Comisión de efectuar consultas tanto a organismos internacionales como nacionales, se acordó agregar en este mismo inciso, a continuación de las palabras respectivas especialidades", cambiando el punto que la sigue por una coma, la siguiente frase : "con organismos nacionales e internacionales de educación y cualquier organismo del Estado".

Puesto en votación el artículo con la indicación y los acuerdos alcanzados, se lo aprobó por unanimidad.

Articulo 6°

En lo referente a esta norma, el Diputado señor Bombal estimó que por ser la Comisión Especial un organismo colegiado, resulta un tanto difícil que llegara a no pronunciarse y por lo mismo, creía innecesaria la norma del inciso tercero.

El señor Ortiz se pronunció favorablemente respecto de esta disposición por considerar que siempre era necesaria la existencia de una entidad que resolviera en caso de empate o no pronunciamiento.

En lo referente al inciso final, el Diputado señor Bombal consideró que el hecho de que la reclamación debiera efectuarse ante el Ministro de Educación, quien a su vez, preside la Comisión Especial, era contrario al principio de la doble instancia y se mostró partidario de cambiar la integración de la Comisión dejando al Subsecretario del ramo como presidente o a alguna autoridad académica.

El señor Smok estimó que, no obstante coincidir con el señor Bombal en su apreciación de que la norma no respetaba el principio de la doble instancia, debería comprenderse que se trataba de un proyecto de ley cuya vigencia, una vez aprobado, no podría exceder del 1° de marzo de 1994. Además, necesariamente el Ministro debería presidir por cuanto por sobre él sólo está el Presidente de la República y el mismo es responsable de la acreditación de los títulos extranjeros. Asimismo, seria conveniente que la presidencia correspondiera a un funcionario ya que, en tal caso, el Congreso podría fiscalizarlo.

El señor Ortiz estimó impropio quitar al Ministro de Educación la presidencia de la Comisión y dársela al Subsecretario quien es su subalterno. En todo caso, cree que, en la práctica, será este último quien presida. Asimismo hizo presente que el Ministro es el representante del Presidente de la República y la máxima autoridad en el ramo.

Por último, la Comisión, a sugerencia del señor Bombal, quien estimó que el término reclamación era impropio ya que es sinónimo de apelar y obligaría al Ministro de Educación a redactar un segundo fallo, acordó reemplazar dicho término en el inciso final, las dos veces que figura, por el de "revisión, que implica, simplemente, la petición de volver a ver el asunto.

Puesto en votación el artículo con la modificación señalada, se lo aprobó por unanimidad.

Artículos 7° y 8°

Se los aprobó, por unanimidad, en los mismos términos propuestos.

Artículo 9°

Respecto de esta norma, el señor Smok justificó el plazo señalado para recabar los beneficios, fundándose en que dicho plazo coincidía con los que se establecían en la Ley sobre la Oficina de Retorno, a la vez que, también, se habría establecido en atención a las personas que actualmente están estudiando.

El señor Bombal manifestó su aprensión en el sentido que podría servir para un aprovechamiento ilegítimo por parte de quienes decidieran estudiar fuera ahora, cuando ya hace un año que terminó el problema del exilio.

El señor Villouta estimó que, al respecto, los resguardos establecidos en el artículo 1° cautelarían tal posibilidad.

Puesto en votación el artículo, se lo aprobó por 6 votos a favor y una abstención.

Artículos no aprobados por unanimidad

En cumplimiento a lo establecido en el N° 5 del artículo 286 del Reglamento de la Corporación, cabe señalar que la única norma no aprobada por unanimidad fue el artículo 9°.

Por las razones expuestas y las que en su oportunidad dará a conocer el señor Diputado Informante, esta Comisión os recomienda la aprobación del proyecto con algunas modificaciones formales que se incluyen en el siguiente texto:

PROYECTO DE LEY

"Artículo 1°.‑ Los grados académicos, títulos profesionales y técnicos, otorgados por Universidades, Academias y, en general, Instituciones de Educación Superior de diverso carácter, reconocidas por los respectivos Estados, obtenidos en el exterior por chilenos que salieron del país, por acuerdos intergubernamentales, por razones de orden político y otras de fuerza mayor, y que hubieren retornado, serán legalmente habilitantes para el ejercicio profesional de sus titulares en el territorio de la República, en la forma y condiciones que se establecen en la presente ley.

Artículo 2°.‑ Los beneficios esta​blecidos en esta ley también serán aplicables a los poseedores de grados académicos, títulos profesionales y técnicos a que se refiere el artículo anterior, cuando se trate de chilenos nacionalizados en otros Estados, cónyuges e hijos extranjeros de chilenos, nacionalizados o no, en las condiciones que se señalan en este cuerpo legal.

Artículo 3°.‑  La habilitación legal para el ejercicio profesional de grados académicos y títulos profesionales y técnicos, y la respectiva autorización de trabajo a sus titulares, a que se refiere el artículo primero, serán responsabilidad de una Comisión Especial que se crea para esos efectos, la cual estará integrada por

a) El Ministro de Educación, quien la presidirá pudiendo delegar permanente o transitoriamente en el Subsecretario de Educación;

b) Dos representantes del Ministerio de Educación;

c) Dos representante del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas;

d) Un representante de los Colegios Profe-sionales, y

e) Un representante de la Oficina Nacional de Retorno.

Los miembros de la Comisión Especial deberán ser profesionales expertos en la materia, no percibirán remuneraciones por su desempeño, y su designación, en los casos procedentes, corresponderá al Ministro de Educación, al Consejo de Rectores, a la Directiva Nacional de la Federación de Colegios Profesionales, y al Director Nacional de la Oficina de que se trata, respectivamente.

La Comisión Especial tendrá atribuciones que le permitan calificar y habilitar los grados académicos equivalentes a títulos profesionales chilenos.






      Las funciones de Secretario de la Comisión Especial serán cumplidas por una persona designada por el Ministro de Educación, quien las servirá sin derecho a percibir mayores remuneraciones en el caso que fuere funcionario.

Artículo 4°.‑ Los chilenos que se acojan a los beneficios de esta ley, dirigirán, para el efecto, una solicitud a la Comisión Especial acompañando los respectivos diplomas de grados y títulos debidamente legalizados y, si ella lo considera necesario, los antecedentes de materias cursadas y aprobadas en las especialidades correspondientes, y otros, los cuales, de ser imprescindibles, deberán estar debidamente traducidos al español y legalizados.

Artículo 5°.‑ La Comisión Especial sólo podrá otorgar la habilitación y autorización posterior para el ejercicio profesional a los titulares de grados académicos, títulos profesionales y técnicos que hayan cumplido con las exigencias que ella determine, las que podrán ser de orden académico y no académico, sean éstos similares o tengan denominaciones o niveles diferentes a los que se otorgan en Chile.

Para los efectos del cumplimiento de las exigencias académicas y no académicas, la Comisión Especial deberá realizar consultas con Instituciones de Educación Superior, Colegios Profesionales y Asociaciones Gremiales de las respectivas especialidades, con organismos nacionales e internacionales de educación y cualquier organismo del Estado.

La habilitación legal de grados académicos y la respectiva autorización del ejercicio profesional en Chile para sus detentores, sólo procederá cuando aquellos autoricen tal ejercicio en los países en que se otorgaron.

Para los efectos del trabajo profesional en organismos públicos o privados y de las exigencias formuladas por el artículo 112 del Código Sanitario, se entenderá que los títulos profesionales y técnicos y los grados académicos indicados en el artículo 1° de la presente ley, se asimilan a los respectivos títulos otorgados por la Universidad de Chile u otras universidades reconocidas por el Estado.

Artículo 6°.‑ La Comisión Especial se reunirá, por lo menos, una vez a la semana, y si las circunstancias así lo requieren, deberá hacerlo con una frecuencia mayor.

Las decisiones de la Comisión Especial se adoptarán por simple mayoría de sus integrantes, en un plazo no mayor de seis meses contado desde la fecha en que los interesados presenten la solicitud y documentos a que se refiere el artículo 4°. El plazo que se estipula incluye la eventualidad de exigencias académicas y/o no académicas a los peticionarios.

En el caso que la Comisión Especial no se pronuncie en el plazo señalado, corresponderá la decisión al Presidente de la misma, quien evacuará la respectiva resolución en los quince días siguientes de cumplido aquél.

Las resoluciones de la Comisión serán susceptibles de revisión en el plazo de diez días hábiles contado desde la fecha de su notificación a los interesados. E1 conocimiento y fallo de esta revisión corresponderá al Ministro de Educación.

Artículo 7°.‑ La resolución de la Comisión Especial que habilita legalmente los grados académicos y títulos profesionales y técnicos, autorizando el respectivo ejercicio profesional, deberá inscribirse en un registro especial que, para el efecto, llevará el Ministerio de Educación. El Subsecretario de dicho Ministerio certificará el hecho de la inscripción y autorización habilitante, para los efectos legales.

La certificación habilitante para el ejercicio profesional obligará a la Dirección General del Registro Civil e Identificación, a petición de parte, a la inscripción procedente en el Registro de Profesionales creado por decreto con fuerza de ley N° 630, de 1981, del Ministerio de Justicia, incorporando la mención de la profesión que corresponda en la cédula de identidad del recurrente.

Artículo 8°.‑ La Comisión Especial iniciará sus funciones desde la fecha de vigencia de esta ley, fijando la reglamentación administrativa interna que contribuya a la mayor efectividad de su trabajo.

Artículo 9°.‑ Los beneficios de la presente ley, de carácter excepcional, sólo podrán recabarse hasta el 1° de marzo de 1994, no obstante lo cual, la Comisión Especial deberá seguir funcionando hasta pronunciarse sobre la última solicitud presentada en el plazo legal, momento en que se extinguirá por el solo ministerio de la ley.".

Se designó Diputado Informante al señor Carlos Bombal Otaegui.

Sala de la Comisión, a 10 de octubre de 1990.

Acordado en sesión de igual fecha, con asistencia de los señores Diputados Roberto Muñoz Barra (Presidente), Carlos Bombál Otaegui, Camilo Escalona Medina, Juan Alfonso Masferrer Pellizzari, José Miguel Ortiz Novoa, Hugo Rodríguez Guerrero, Carlos Smok Ubeda, Carlos Valcarce Medina, Sergio Velasco de la Cerda y Edmundo Villouta Concha.
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    Secretario de la Comisión

